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DIMENSIÓN INSTITUCIONAL 
DEL GOBIERNO URBANO

Introducción 
El siguiente documento plantea una discusión so-
bre la dimensión institucional del gobierno urbano 
abordada por académicos y actores territoriales en el 
II Simposio de Gobierno Urbano ¿Hacia una transfor-
mación del concepto de lo urbano?, realizado el 5 y 
6 de septiembre de 2018. En esta plenaria se debatió 
sobre la redefinición conceptual, social y ético-política 
de la ciudad y lo urbano; la estructura del Estado, el 

papel de los gobiernos urbanos y la evaluación de la 
descentralización; el papel de los órganos de control 
en el funcionamiento de estos gobiernos con la par-
ticipación de la Procuraduría General de la Nación de 
Colombia y las posibilidades del gobierno urbano en 
las ciudades de frontera con el caso de Ciudad Juárez 
en México. 
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Las posibilidades del 
gobierno urbano en las 
ciudades de frontera
Luis Alfonso Herrera Robles

Instituto Municipal de Investigación y Planeación 
Municipio de Juárez- Chihuahua, México

Los profesores e investigadores que conformamos el 
núcleo académico básico de la Maestría en Gobierno 
Urbano y Ciudad del Instituto Municipal de Investiga-
ción y Planeación del Municipio de Juárez (México) 
definimos el gobierno urbano como aquello que se 
encarga de los asuntos públicos de la ciudad, es de-
cir, de las acciones gubernamentales que impactan 
de manera directa o indirecta en la vida urbana de los 
ciudadanos; por ello el gobierno urbano deberá man-
tener una relación estrecha con la cultura ciudadana 
como parte de una definición más amplia que es la 
cultura urbana, entendida como algo constitutivo del 
gobierno urbano y no como algo derivativo, dicho de 
otra manera, la cultura ciudadana no debe ser leída 
como una consecuencia del gobierno urbano sino 
como parte de este. 

No debemos olvidar que lo que posibilita y potencia 
el gobierno urbano es la capacidad de acción de los 
gobierno locales sobre los asuntos públicos de la ciu-
dad como el transporte público, el saneamiento, los 
espacios públicos integrales, la seguridad ciudadana, 
lo vial, lo fluvial, entre otros. 

Para entender las lógicas del gobierno urbano es 
importante conocer sus dimensiones conceptuales, 
históricas, económicas, sociales, ambientales, institu-
cionales y políticas, como algo interno del gobierno 
urbano. En el caso de territorios como Ciudad Juárez 
se observa la frontera más como una condición que 
como una dimensión, es decir, como parte de un 
constructo histórico estructural que ha pasado por 
una serie de procesos y que en términos de gobier-

no urbano tiene otra mirada cuando se habla de re-
giones fronterizas. De ahí surgen tres preguntas fun-
damentales con los que ha iniciado el programa de 
Maestría: ¿Cuál es el momento urbano que guarda la 
ciudad? ¿Cómo hacer ciudad en el siglo XXI? ¿Cómo 
hacer ciudad desde la periferia? 

Sin ánimo de responder las anteriores preguntas 
planteadas para el lector, esta ponencia mostrará la 
situación de Ciudad Juárez como ejemplo de una ciu-
dad frontera, cuyas problemáticas son similares a las 
del resto de las ciudades en esta condición en Amé-
rica Latina. 

Ciudad Juárez, con 1.382.753 habitantes, mantiene 
una estrecha relación con El Paso, Texas, de casi 700 
mil habitantes, y con Las Cruces, Nuevo México  (Es-
tados Unidos) de más de 100 mil habitantes. En los 
últimos 20 años la ciudad creció de manera desorbita-
da duplicando sus superficie en hectáreas, por espe-
culación inmobiliaria y por un empuje de los grandes 
constructores de la región, quienes han financiado 
viviendas de interés social. 
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Es una ciudad receptora de procesos migratorios, 
tanto internos como internacionales, sobre todo del 
triángulo norte de Centroamérica, Honduras, Guate-
mala y El Salvador; últimamente se ha registrado la 
llegada de población suramericana, especialmente, 
de Brasil. Entre 2010 y 2015, 25.248 personas migra-
ron a Ciudad Juárez desde Durango (23.3%), Veracruz 
(18.3%), Coahuila (11.1%), Zacatecas (6.8%), Chiapas 
(4.6%) y Oaxaca (4.4%).

Tras un comparativo con las tasas de crecimiento de-
mográfico de los últimos años de los municipios de 
la frontera norte, se determinó que Ciudad Juárez 
(1.66%) ha dejado de crecer frente a Reynosa (3.42%), 
Acuña (3.11%) o Tijuana (2.64%). Esto se debe a que 
con las políticas del gobierno de Estados Unidos  
– la operación bloqueo o militarización de la frontera –  
muchos de los flujos tradicionales de migración se 
han trasladado a zonas de menor vigilancia y mayor 
seguridad para los migrantes. 

Por otra parte, para 2016 las unidades económicas de 
Ciudad Juárez fueron más de 40 mil, de las cuales 39% 
fueron de comercio al por menor, 11.9% de servicios 
de alojamiento, preparación de alimentos y bebidas, 
6.5% industrias manufactureras y 42.6% otros giros. 
Los empleos formales para este año fueron 423.203 
y se crearon más de 100 nuevas plazas laborales. El 
parque vehicular es de más de 500 mil automóviles 
(95.6%), 8 mil camiones (1.5%) y más de 16 mil de otro 
tipo de transporte, que incluye las motocicletas. Los 
cruces fronterizos registrados para la fecha fueron de 
más de 20 millones. 

La ciudad entre 2008 y 2012 tuvo dos grandes crisis, 
por un lado, económica producto de la difícil situación 
internacional (especialmente de Estados Unidos), que 
significó una pérdida considerable de empleos, y por 
el otro, de violencia interna, que le dio el vergonzo-
so nombramiento a Ciudad Juárez como una de las 
ciudades más violentas del mundo. La tasa de homi-
cidios en Ciudad Juárez 2005-2018 fue de 43 homici-

dios por cada 100 mil habitantes, la cifra más cercana 
a la de 2012 cuando fue de 64. Esta sigue siendo una 
dimensión desafiante para la ciudad. 

Para posibilitar el gobierno urbano en las zonas de 
frontera, con todas las problemáticas asociadas al nar-
cotráfico, trata de personas, secuestros, feminicidios, 
seguridad y violencia urbana que esta condición im-
plica, tenemos que pensar en las formas que pueden 
posibilitar a las autoridades locales el buen gobierno 
urbano, más allá de las asimetrías de poder económi-
cas y sociales que hay entre las zonas de frontera. Para 
ello es necesario aplicar asimetrías complementarias 
que beneficien a las poblaciones de lado y lado, par-
tiendo de la premisa de que la frontera no es el pro-
blema sino la solución y de la inteligencia de la ciudad 
en sus centros de investigación y universidades. 

El gobierno urbano en las ciudades fronterizas debe 
ser pensado en una especificidad histórico-cultural, 
incluyendo todos aquellos componentes que les son 
propios y ajenos. Tratar de ir de esta geopolítica a la 
geocultura posibilitando los encuentros y los inter-
cambios. Un gobierno urbano que se pregunte cómo 
hacer ciudad desde la periferia con aquellos ciudada-
nos que ya se encuentran ahí y que su situación so-
cioeconómica los condena a vivir en los márgenes de 
la ciudad, caracterizados por la descomposición social 
y la degradación urbana, además de vivir en las lógi-
cas laborales donde la desigualdad y la violencia se 
vuelven estructurales. 

A los retos del gobierno urbano se suman este tipo 
de ciudades que comparten con otros territorios 
problemáticas urbanas y sociales que son propias de 
las ciudades contemporáneas pero que son desafíos 
característicos de las zonas fronterizas y se materiali-
zan en la ciudad. Es responsabilidad de los gobiernos 
de todos los niveles generar política urbana y social, 
de tipo redistributiva, donde la riqueza de la ciudad 
beneficie a todos los habitantes. El desgobierno y la 
política de abandono deben dejar de ser el común de-



Instituto de Estudios Urbanos 7

nominador de los gobiernos locales, como gobierno 
de proximidad con la ciudadanía, y convertirse en los 
actores institucionales que generen las posibilidades 
de agencia y organización ciudadana. Para potenciar 
y hacer posible el gobierno urbano será necesario ha-
cer más ciudad y dejar de producir periferia urbana, 
donde la mayoría de los habitantes son y seguirán 
siendo los pobres de la ciudad.  

Estructura del Estado y 
el papel de los gobiernos 
urbanos hoy, evaluación 
de la descentralización. 
Competencias, atribuciones 
y funciones
Sergio Bustamante

Consultor independiente,  
experto en desarrollo territorial

En Colombia, casi simultáneamente, ocurrieron dos 
hechos importantes para el ordenamiento territorial, 
en primer lugar, se expidió la Ley Orgánica de Orde-
namiento Territorial - LOOT, luego de dos décadas 
de discusión. En segundo lugar, se realizó el estudio 
Misión de Ciudades del Departamento Nacional de 
Planeación (2013), en el que también se formuló una 
política para el fortalecimiento del Sistema Nacional 
de Ciudades. 

Esta Ley 1454 de 2011 está planteada para un país que 
ya no existe, no obstante, en su momento aportó tres 
cuestiones importantes a destacar: Primero, definió el 
ordenamiento “… como un proceso de construcción 
colectiva de país”. Segundo, le apostó a la integra-
ción territorial, es decir, a la asociatividad. Y tercero, 
creó institucionalidad con la Comisión Nacional de 
Ordenamiento Territorial, que se repitió a lo largo de 
la estructura político administrativa del país, con el 

mandato de formular la Política Nacional de Ordena-
miento Territorial.

Por su parte, la Misión de Ciudades concluyó, entre 
otras cosas, que Colombia era un país de grandes 
ciudades aisladas; identificó 18 aglomeraciones su-
pramunicipales; descubrió que la planeación del te-
rritorio está incompleta y desarticulada; que el marco 
institucional está desajustado a las necesidades del 
desarrollo y la coordinación territorial y que los es-
quemas de inversión y financiación son insuficientes 
para las necesidades de las ciudades y las aglomera-
ciones urbanas. 

En este contexto, presento en esta ponencia unas bre-
ves reflexiones sobre lo que ha sido la experiencia de 
la asociatividad en Colombia y sobre la manera en la 
que se está formulando la Política General de Ordena-
miento Territorial. 

Tras analizar alrededor de 60 asociaciones municipa-
les con el apoyo de la Federación Colombiana de Mu-
nicipios, se llegó a la conclusión que después de va-
rias décadas del ejercicio asociativo, las asociaciones 
de municipios y las áreas metropolitanas, los logros 
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heredaron todas estas características. Se han creado 
una serie de provincias en el país, con una gran can-
tidad de tareas por realizar pero sin recursos para, al 
menos, financiar la operación. Las áreas metropo-
litanas, según la Misión de Ciudades en Colombia, 
deberían ser 18, de hecho existen de facto, pero for-
malmente constituidas solo hay seis (Valle de Aburrá, 
Barranquilla, Centro Occidente, Bucaramanga, Cúcuta 
Valledupar) y las Regiones Administrativa y de Plani-
ficación (RAP) y las Regiones Administrativa y de Pla-
neación Especial (RAPE) pasan por la misma situación. 

Tenemos una historia de varias décadas con un impul-
so adicional en años recientes para promover la inte-
gración territorial, pero ha fracasado especialmente 
por la autonomía municipal: el municipalismo exacer-
bado que caracteriza el ordenamiento constitucional 
y legal del Estado colombiano. La malentendida au-
tonomía municipal que hizo de los municipios unos 
pequeños reinos que no toman en consideración lo 
que ocurre en su entorno, ha dificultado la gestión de 
las asociaciones en el país. 

Formulación de la Política Nacional de Ordena-
miento Territorial
Si el ordenamiento territorial, como lo define la Ley 
1454 en su artículo 2, es un proceso de construcción 
colectiva, la política general que constituye el funda-
mento último de todo lo que se haga en esa mate-
ria no podría formularse de otra manera. Es decir, la 
política general debería ser el resultado de un amplio 
diálogo entre la nación y sus territorios, donde se es-
cuche la voz de las comunidades que lo habitan y de 
múltiples y suficientes espacios de reflexión y partici-
pación social en torno a las definiciones principales. 
Debería estar precedida y presidida por una concep-
ción integral o sistémica del ordenamiento territorial 
de modo que produzca orientaciones generales para 
ser especificadas territorialmente y orientaciones 
particulares para materializarse en territorios estraté-
gicos. También debería resultar de un proceso de ar-

alcanzados no son significativos debido a seis razones 
fundamentales: 

i. Indeterminación del objeto contractual: Quienes 
promueven la asociación generalmente copian lo que 
dice la Ley, desconociendo las fórmulas generales que 
allí reposan o dicho de otra manera, las vaguedades 
que se pueden encontrar. ii. Proliferación de asocia-
ciones que no logran concretar sus actuaciones en 
ninguna función específica y curiosamente, las pocas 
que se podrían llamar exitosas se caracterizan porque 
hacen cosas distintas a lo que decía la ley. iii. Super-
flua representatividad de las asociaciones, es decir, 
no existen donde más se necesitan y donde están no 
funcionan. iv. Excesiva vulnerabilidad financiera, dado 
que carecen de recursos propios y dependen de los 
aportes de socios que tampoco los tienen. vi. Falta de 
continuidad en la gestión y de compromisos de los 
gobernantes involucrados. 

Lo anterior se genera como consecuencia de las limi-
taciones de los operadores políticos, en tanto hay des-
conocimiento del instrumento y de la importancia del 
trabajo asociativo, falta de voluntad política para dar-
le continuidad a las iniciativas existentes y limitacio-
nes fiscales e institucionales de los socios. Todo esto 
en un contexto en el que ha brillado por su ausencia 
la pedagogía respecto a la necesidad de las dinámicas 
de la integración de cara a las realidades territoriales, 
la falta de información y la prácticamente nula asis-
tencia técnica por parte del gobierno nacional para 
que estas instituciones se convirtieran en unas agen-
cias con capacidad de formular y gestionar proyectos 
mancomunados. 

Si bien es cierto que el legislador fue muy generoso 
a la hora de dotar las asociaciones de facultades, fue 
mezquino a la hora de asignarle las rentas. Nunca se 
contemplaron ni estímulos ni incentivos, indispensa-
bles para que la asociación funcionara. Esto es impor-
tante porque las figuras que se mencionan en la LOOT 
y que empezaron a crearse a partir de su expedición, 
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ticulación y armonización del numeroso conjunto de 
políticas sectoriales y territoriales existentes de forma 
que se configure un sistema y crear las condiciones 
para introducirle un enfoque territorial o regional a las 
políticas públicas. 

De hecho, este era el mandato para la LOOT: armo-
nizar y articular las más de 100 leyes ordinarias que 
existen relacionadas con el ordenamiento territorial, 
considerando que estamos frene a unos complejos 
sistemas territoriales de naturaleza metropolitana y 
regional, que tanto en Colombia como en el mundo 
se están manifestando como un fenómeno inédito. 
Por tanto, es equívoco decir que las ciudades están 
reviviendo, cuando lo cierto es que está apareciendo 
un modelo distinto que encuentra en las ciudades un 
núcleo o un elemento de articulación pero que no se 
agota en la mancha urbana. 

En consecuencia, la política general debe dar cuen-
ta de la diversidad que tiene el país. Colombia es de 
grandes ciudades, grandes regiones y pequeños mu-
nicipios rurales. No es suficiente mirar detalladamen-
te el conjunto de elementos que configuran y conec-
tan el territorio y tampoco los sistemas espaciales que 
alberga. En este contexto, vale la pena preguntarse 
qué entiende el gobierno nacional por construcción 
colectiva de país.

Redefinición conceptual, 
social y ético–política de la 
Ciudad y lo Urbano 
Oscar Almario García

Centro de Investigación e Innovación Social  
Universidad Nacional de Colombia - Sede 
Medellín.

Cuando se describen las principales características del 
mundo globalizado, la importancia de las ciudades 
como nodos articuladores de un orden económico en 

reconfiguración resulta indiscutible. Si se reflexiona 
sobre la dimensión social del fenómeno de la urbani-
zación mundial, las ciudades no solo se destacan por 
la aglomeración y sus consecuencias, sino porque es-
pacializan unas relaciones sociales en las que conver-
gen asimetrías, oportunidades e interacciones inédi-
tas. Al plantearse el interrogante de cuál podría ser el 
papel de las ciudades en el surgimiento de un nuevo 
orden político global que reemplace al actual en crisis, 
se anticipa que en ellas debe operar un cambio cuali-
tativo respecto de su relación con el Estado nacional 
y el consiguiente nacionalismo metodológico, con el 
propósito de resolver los problemas más amenazan-
tes para la población y entronizarlas como motores de 
un cambio institucional y social esperanzador. 

Todas estas cuestiones, entre muchas otras, eviden-
cian la indiscutible centralidad de la ciudad en el 
mundo contemporáneo y la trascendencia de lo urba-
no para las perspectivas de futuro de la humanidad. 
Sin embargo, la adecuada comprensión de la actual 
experiencia de la vida ciudadana y su relación con la 
crisis global, está fuertemente condicionada por pers-
pectivas analíticas para las cuales la ciudad y lo urba-
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no no han sido centrales sino residuales y por tanto 
contenidas en los compartimientos de los Estados 
nacionales con sus respectivas soberanías y lógicas 
políticas de aliados y enemigos. En estas condicio-
nes, se impone una redefinición conceptual, social y 
ético–política de la ciudad y de lo urbano, que vali-
de su centralidad para el análisis social, reconozca la 
importancia de la acción ciudadana como factor de 
transformación y promueva un nexo diferente entre 
conocimiento y compromiso con la solución de pro-
blemáticas de interés público. 

Esta comunicación aprovecha varias perspectivas que 
se relacionan con el tema anunciado, pero conviene 
destacar al menos las siguientes: primero, la renovada 
teoría social que revisa críticamente la comprensión 
de la modernidad como destino ideal y universal de 
la humanidad, reconoce que la experiencia social es 
compleja, múltiple, diversa y, pese a todo, esperanza-
dora, y que su análisis debe integrar las dimensiones 
objetiva y subjetiva; segundo, el “giro espacial” en el 
análisis social, que considera inseparables las dimen-
siones de espacio y tiempo, y que procura tener en 
cuenta tanto la globalidad y lo sistémico como el 
contexto, la historicidad y la singularidad de los fe-
nómenos; tercero, la llamada “sociología pública” que 
enfatiza la urgencia de un conocimiento social que 
también propenda por la transformación de situacio-
nes de interés público o general; finalmente, los pro-
yectos y programas de investigación de lo urbano en 
contextos concretos, que buscan la convergencia de 
la institucionalidad política, los actores territoriales y 
la academia para analizar y modificar situaciones de 
cara al derecho a la ciudad y el gobierno urbano.  

Implementar un programa de investigación 
que gire en torno a la ciudad y lo urbano
Tanto desde el análisis social como desde la ciudada-
nía se puede testificar una paradoja entre enfoques y 
realidad social.  En efecto, por una parte, los grandes 
conceptos que fueron útiles para comprender y expli-

car la primera modernidad, hoy resultan insuficientes 
cuando no impotentes para comprender las tenden-
cias actuales. En efecto, conceptos como sociedad, Es-
tado nacional, civilización, cultura, mercado y progreso, 
entre otros, se acuñaron desde un modelo cultural eu-
rocentrado, que simplificaba la evolución humana y la 
historia universal, exaltaba la aparición de la sociedad 
industrial y justificaba como inevitable y conveniente 
la posterior expansión mundial de Europa como colo-
nialismo e imperialismo.

La complejidad de ese proceso, sus distintas dimen-
siones y escalas, sus contradicciones, conflictos y de-
sarrollo desigual, las relaciones y comparación con 
otros horizontes civilizatorios, fueron obscurecidos 
por las distintas teorías de la modernidad y sus res-
pectivos conceptos, incluidas aquellas que se postu-
laron como más críticas. Un ejemplo de ello y especial 
para nuestro interés, es lo que ocurrió con la ciudad en 
la modernidad, en la medida que su singularidad fue 
contenida y si se quiere disuelta en las grandes unida-
des de análisis consideradas más importantes por el 
macro–análisis social, y en particular por la del Estado 
nacional, que convertiría en central para ese cuerpo 
teórico.  Estado nacional y sociedad se hicieron enton-
ces equivalentes, con lo cual el análisis social devino 
en una suerte de física social configurada por mun-
dos separados entre sí, los Estados nacionales, que se 
suponía proporcionaban un orden espacial, político y 
simbólico a las sociedades correspondientes, las cua-
les además se concebían como homogéneas u obli-
gadas a serlo. 

A modo de muñecas rusas, el Estado nacional conte-
nía a la sociedad, la sociedad contenía a las divisiones 
políticas internas (regiones, provincias o departa-
mentos, municipios y localidades, según el caso) y las 
distintas instituciones sociales, de tal manera que las 
ciudades quedaron reducidas a ser parte funcional de 
esa arquitectura del orden espacial, en el cual el Es-
tado ejercía su soberanía. La singularidad, dimensión 
y configuración específica de la ciudad y de la expe-
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riencia urbana, perdieron así su importancia para el 
análisis social. Aunque algunos investigadores, como 
veremos, anticiparon y percibieron la especificidad y 
trascendencia de la ciudad en la experiencia de la mo-
dernidad, eso no fue suficiente como para modificar 
la dominante condición marginal y residual que las 
teorías de la modernidad le asignaron. 

Por otra parte, la pertinencia del aparato analítico 
para observar las características de la modernidad tar-
día también evidencia una contradicción, por el pre-
dominio de las perspectivas que privilegian la dimen-
sión económica separada de la dimensión social.  En 
efecto, el complejo entramado de 
factores que condujo a la urbani-
zación actual del mundo estruc-
tura una realidad que es mucho 
más que mercado y economía, 
en la medida que la aglomera-
ción de las ciudades no se reduce 
a un amontonamiento de seres, 
bienes y servicios, asimétrica y 
disfuncionalmente distribuidos, 
que conlleva a que los individuos 
se apropien en solitario de opor-
tunidades y consumos. La otra 
cara de la aglomeración consiste 
en la inédita concentración de ex-
periencias e intercambios de y entre actores sociales, 
como lo evidencia el hecho de que se estén generan-
do otros sentidos de vida que recuperan el valor de 
lo colectivo, nuevas orientaciones sobre el bienestar, 
el medio ambiente y la convivencia, imaginativas for-
mas de activación de los derechos y demandas de los 
ciudadanos, y una incipiente pero sostenida cons-
ciencia en torno a la incidencia de la ciudadanía en la 
toma de decisiones fundamentales para el gobierno 
de la ciudad. Estas prácticas se explican por la abiga-
rrada interacción entre actores diversos y es propicia-
da por la aglomeración y la vida urbana, mismas que 
hacen que tiendan a integrarse las distintas escalas de 

lo social, en una dinámica que va desde las relaciones 
políticas e institucionales hasta el mundo de la vida 
cotidiana. 

Hace más o menos un siglo, cuando en Europa tomaba 
forma una teoría social institucionalizada para explicar 
la modernidad, algunos de sus principales exponentes 
(Marx, Durkheim, Weber, Simmel, Benjamin) intuyeron 
la importancia de la ciudad y lo urbano, dedicaron va-
liosas reflexiones al problema e indicaron un camino a 
seguir, que la tragedia de las guerras mundiales y el as-
censo y triunfo del fascismo, aplazaría temporalmente, 
y que ahora es urgente retomar.

Posiblemente, la mejor manera 
de aproximarse a este intrinca-
do asunto sea mediante el se-
guimiento a los enfoques más 
renovadores de la teoría social y 
sus aplicaciones a los fenómenos 
urbanos contemporáneos. Estos 
enfoques son básicamente dos y 
se diferencian por sus respectivos 
énfasis: uno pone el acento en la 
dimensión espacial (giro espacial) 
y el otro considera a los actores y 
sus acciones (giro accionalista o 
subjetivo) como clave del análisis.  

El giro espacial es una manera de referirse a un proceso 
conceptual y metodológico por el cual se corrige, por 
decirlo así, una desviación del análisis social que hace 
unas décadas optó por des-espacializar los problemas 
y las sociedades, y que ahora, ha vuelto a poner en el 
centro de sus explicaciones la dimensión espacial. Ese 
giro espacial podría explicarse por los condicionantes 
que la geografía y las realidades naturales imponen a 
todos los países y que un autorizado autor denomina 
“la venganza de la geografía” (Kaplan, 2015),  o por la 
presión que ejerce la restructuración del capitalismo 
globalizado sobre la sociedad y sus instituciones y en 
la cual el espacio deviene en ordenador decisivo. No 

La otra cara de la aglomeración 
consiste en la inédita concentra-
ción de experiencias e intercam-
bios de y entre actores sociales



Debates de Gobierno Urbano, número 23- 201812

es por casualidad, por supuesto, que los principales 
exponentes del giro espacial como teoría (Castells, 
La cuestión urbana, 1974), (Castells, 1993), (Castells, 
1989, pp. 197-206), (Castells, 1995), (Castells, 1973); 
(Harney, 1978), (Harvey, 1998); (Soja, 2008); (Sassen, 
The Global City. New York, London, Tokio., 1991), (Sas-
sen, 2003, pp. 2-27), (Sassen, 2006), (Sassen, 2010), 
(Sassen, 2007), sean en la actualidad referencias obli-
gadas para gobiernos, técnicos, académicos, y hasta 
para ciudadanos comunes y corrientes. 

Por su parte, el giro hacia el actor (o el sujeto) y la rele-
vancia de la dimensión actor-acción en la modernidad 
actual, marca otra tendencia del análisis social que se 
caracteriza por el desplazamiento de lo estructural por 
lo subjetivo o por la integración de la dimensión es-
tructural y subjetiva que el análisis clásico había sepa-
rado tajantemente (Giddens, 2003); (Touraine, 1997).  
Si bien este enfoque también parte, como el anterior, 
de la reconfiguración del mundo 
globalizado, su principal interés 
no radica tanto en una nueva 
explicación estructural de este 
momento capitalista, incluido 
lo espacial, como en derivar sus 
consecuencias en lo que respecta 
a las nuevas formas de la estruc-
turación social y en las maneras 
como el nuevo entramado social 
redefine a los actores sociales y 
sus agencias. Así, para (Giddens, 
2003), la realidad social se estruc-
tura en una dinámica que integra 
al actor y al sistema, de tal mane-
ra que la conducta de aquel no 
es simplemente impuesta por este, sino que el sujeto 
moderno tiene la posibilidad de monitorear su propia 
conducta y de tomar decisiones, de optar. Desde esa 
perspectiva se hacen impertinentes los enfoques dua-
listas del tipo individuo y sociedad, como lo reafirma   
(Dubet, El declive de la institución. Profesiones, sujetos 

e individuos en la modernidad, 2006), o cualquier otro 
tipo de análisis binario, como enfatiza (Corcuff, 2005). 
Frente a la decadencia de las instituciones modernas y 
la tendencia a la desmodernización, según (Touraine, 
1997), la atención analítica se está desplazando, en-
tonces, hacia las consecuencias de la actual reestruc-
turación capitalista en los comportamientos de los 
actores sociales. Entre otras razones, porque la norma, 
que en el período de la modernidad dura se imponía 
sobre el individuo y estructuraba sus conductas, por 
la relativa eficacia de las instituciones, ahora tiene que 
ser construida en acto, por la interacción entre norma 
y sujeto, que ocurre en el propio acontecer de lo social 
(Dubet & Martuccelli, 2000).

Algo similar está pasando con el espacio o los espa-
cios, definidos antes como simple dato físico sobre el 
cual discurrían los conflictos, tensiones y acciones so-
ciales. Sin embargo, en la actualidad, está cambiando 

el modo en que se concibe esta 
relación espacio-sociedad, dado 
que los espacios están siendo 
construidos en tensión constante, 
tanto por la presión de las diná-
micas globales como por las mo-
dalidades de la resistencia a ella, 
así como por la reivindicación de 
formas de vida que la gente valo-
ra como importantes para sí, y en 
función de lo cual actúan tanto 
estructuralmente como en redes, 
lo que da pie para que algunos 
analistas postulen la perspectiva 
del actor-red  (Latour, 2008). Es en 
ese contexto, que las ciudades se 

están convirtiendo no solo en lugares para la repro-
ducción del sistema global imperante, sino en espa-
cios en tensión y disputa, es decir, en lugares en los 
cuales también alientan las expectativas de futuro. En 
medio de estos juegos y tensiones, es posible incluso 
que las ciudades lleguen a adquirir una capacidad de 

Las ciudades se están convirtien-
do no solo en lugares para la re-
producción del sistema global 
imperante, sino en espacios en 
tensión y disputa
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agencia relativamente autónoma, es decir, que se ubi-
quen por encima de los actores sociales y a los cua-
les además ya condiciona y va a condicionar cada vez 
más en un futuro inmediato; precisamente porque en 
el intrincado cruce de esas dinámicas globales y loca-
les, las ciudades logran sintetizar tanto su condición 
de realidad social espacializada o localizada como los 
intereses humanos que se disputan en esa escala. 

Aunque algunas perspectivas, como la de U. Beck (La 
metamorfosis del mundo, 2016), proponen que ante el 
riesgo global se deben consolidar las comunidades de 
riesgo cosmopolitas y que las ciudades mundiales de-
ben jugar un rol clave en el surgimiento de un nuevo 
orden político, al actuar como “ciudades unidas” fren-
te a la decadencia de las Naciones Unidas, somos del 
criterio que para el caso de las ciudades de América 
Latina, que no terminan, por lo general, de  definirse 
como ciudades mundiales o globales, son necesarias 
otras acciones en la redefinición de las ciudades como 
actores en la crisis global.   

Hace ya veinticinco años que en Latinoamérica se 
cuenta con una de las mejores síntesis sobre estas 
cuestiones (que incluye una reciente actualización de 
la perspectiva), porque integra de manera ambiciosa 
y solvente tres aspectos teóricos, lo social, lo espacial 
y lo urbano (Lezama, 2014). En su propósito se con-
sidera un aspecto importante para nuestra reflexión, 
porque se expone que la teoría social tiene una prue-
ba de fuego respecto de su renovación que depen-
derá de la manera como en un futuro aborde temas 
como las relaciones entre el espacio y la ciudad. Con 
otras palabras, se afirma que de cómo la teoría social 
logre integrar la reorganización del capitalismo global 
con sus configuraciones concretas en espacios como 
la ciudad y de hasta dónde alcance a esclarecer las 
maneras como esas interdependencias están afectan-
do los comportamientos de los actores sociales, de-
penderá su suerte y la de su utilidad social 

Justamente, es a partir de sus reflexiones sobre ese 
particular, que Lezama plantea unas orientaciones 
clave para la teoría social urbana en la actualidad (Le-
zama, 2014, págs. 17-35), que además tienen claras 
consecuencia para el análisis de la acción social, según 
creemos. En efecto, los tres aspectos centrales desta-
cados por Lezama que toman el fenómeno urbano 
como referencia de fondo, aparte de constituir una 
valiosa interpelación a los enfoques espacial y de la ac-
ción en la teoría social, también sugieren posibilidades 
críticas tanto para la investigación como para la acción 
social. El primero de ellos sostiene “que la ciudad pa-
rece sobrevivir a la muerte que algunos teóricos de 
la globalización y la desterritorialización le decretan” 
(p.33), precisamente porque los procesos globales no 
tienen un carácter uniforme y son en cambio altamen-
te contradictorios, lo que paradójicamente genera “las 
necesidades centralizadoras de la dispersión” (p.34), 
que precisamente la ciudad logra suplir de alguna 
manera, como lo analiza por su parte (Sassen, 2006), 
(Sassen, 2010). El segundo aspecto plantea que en las 
condiciones actuales la ciudad no solo no es superflua, 
sino que sigue teniendo una capacidad de cambio, in-
novación y diversificación que son propios de la so-
ciedad moderna, y sobre los cuales habría que actuar 
para potenciarlos. Finalmente, el tercero desarrolla la 
idea de que la ciudad en su relación con el ser social 
mantiene el papel activo que caracterizó sus orígenes, 
y por lo tanto, en las nuevas condiciones, ha tenido 
que reinventar su capacidad de agencia y de influencia 
en las conductas sociales, a tono con las interacciones 
que ocurren en su territorio.  

En síntesis, entonces, la ciudad como experiencia hu-
mana no puede reducirse a simple espacio en el que 
se realiza la globalización y que por consiguiente de-
termina inapelablemente la posición de los actores 
sociales; pero la ciudad tampoco es el lugar donde se 
lleva a cabo el proyecto feliz de la modernidad y el 
progreso. Cabe, entonces, comprenderla como una 
realidad socio-espacial en disputa, como una configu-
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ración a escala (nacional, regional, local) del mundo 
globalizado y, por tanto, síntesis de sus exclusiones y 
oportunidades, escenario propicio para el individua-
lismo, pero también para la reinvención de los proyec-
tos colectivos, y condición de posibilidad para poner a 
prueba la utopía de la convivencia, de la armonía en-
tre lo privado y lo público. En últimas, la ciudad devie-
ne en lugar de experimentación sobre si “podremos 
vivir juntos” como “iguales pero diferentes” (Touraine, 
1997). 

La doble crisis del mundo globalizado y sus im-
plicaciones en lo urbano
La situación actual global es definida por los más ca-
racterizados expertos como el resultado de una doble 
crisis: la primera consiste en el agotamiento del mo-
delo económico dominante que jugó todas sus cartas 
al mercado con desprecio por las sociedades y la se-
gunda radica en el debilitamiento del Estado nacional 
como principal institución de la modernidad para me-
diar entre las diferencias sociales, alentar los ideales 
colectivos y mitigar las consecuencias de la acumula-
ción capitalista (Pérez Fernández del Castillo, León , & 
Ramirez , 2008) (Duhau & Giglia, 2016). 

Esa doble crisis en el orden planetario, que ha modifi-
cado drásticamente el orden político y económico que 
surge después de la Segunda Guerra Mundial, tiende 
a acentuarse en las últimas décadas y se manifiesta en 
varios niveles y un conjunto de problemas acuciantes. 
Uno muy importante para nuestro propósito, radica 
en los cambios cualitativos y de magnitud que expe-
rimenta la crisis social y por tanto en la complejidad 
que cobran las alternativas para gestionarla. En efec-
to, con la modificación del orden internacional (Pati-
ño Villa, 2017) y la minimización del Estado nacional 
y, en particular, con la virtual desaparición de la forma 
de éste que se denomina Estado de Bienestar (Llanos, 
2012, p. 193-207), que de alguna manera garantizaba 
la cohesión social y la administración de las desigual-
dades internas en los países, la crisis socio-ambiental 

planetaria está alcanzando proporciones inéditas y, 
por consiguiente, ahora la gestión de la crisis también 
es de una escala descomunal, lo que tiende a desbor-
dar las capacidades instaladas e institucionales.  

Por consiguiente, fenómenos y problemas actuales, 
como el crecimiento demográfico, la urbanización y 
metropolización, la presión sobre los recursos natura-
les y el cambio climático, la contaminación ambiental, 
el empleo y el ingreso, los servicios básicos, la vivien-
da, la calidad de vida y el bienestar, la eficiencia de 
los gobiernos locales y regionales, que ya no son prio-
ridades para los Estados nacionales, han terminado 
por descargar sobre las poblaciones, las sociedades, 
las regiones, las ciudades y las áreas metropolitanas, 
todo el peso de la crisis global o buena parte de él. 

Por otra parte, esas mismas condiciones excepciona-
les de combinación de crisis global y consecuencias 
en distintas escalas territoriales y sociales, están obli-
gando a los ciudadanos, y también a los territorios 
locales y regionales, a asumir desafíos y retos que en 
principio no estaban en sus agendas ni hacían parte 
de sus ámbitos de responsabilidad (Duhau & Giglia, 
2016, p. 65). Tales como la redefinición de los terri-
torios y su institucionalidad, la seguridad social y el 
riesgo, garantizar la calidad de vida de la población, 
la vivienda, la reivindicación de los servicios públicos 
básicos, la funcionalidad de las ciudades, la inclusión 
social, la sostenibilidad del desarrollo y la eficiencia 
de los gobiernos mediante la participación ciudada-
na. Cabe agregar que, por lo general, esta nueva fun-
ción de la ciudadanía y la asunción de dicha agenda 
de amplias proporciones, se tienen que desarrollar sin 
contar con la cultura política necesaria, la institucio-
nalidad adecuada ni los recursos suficientes. La expe-
riencia urbana se ha visto así saturada por nuevas y 
acuciantes preocupaciones, situación que de alguna 
manera puede explicar la emergencia de dos gran-
des campos de reflexión y acción, enunciados como 
el derecho a la ciudad y el gobierno urbano, los cua-
les están alcanzando reconocimiento internacional 
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como agenda pertinente. En efecto, las evidencias de 
los avances de esta nueva agenda son visibles en dis-
tintos niveles, prácticas y espacios, que van desde el 
día a día de la gente común hasta los más encumbra-
dos foros académicos y multilaterales, pasando por la 
presión ciudadana y comunitaria sobre la gestión de 
gobiernos locales y las variadas acciones de los pobla-
dores para resistir desde los territorios. 

En resumen, la crisis global y del Estado nacional ha 
puesto a la orden del día la urgencia de una nueva 
agenda para las ciudades, las metrópolis y las regio-
nes, así como la redefinición de 
las ciudadanías y sus atribucio-
nes, y con todo ello se anuncia 
también la inminente necesidad 
de redefinir y reinstitucionalizar 
el Estado nacional en sus diferen-
tes dimensiones y ámbitos. Una 
de las dimensiones estratégicas 
del Estado nacional que debe ser 
reconsiderada es la territorial y su 
gestión, con una perspectiva que 
procure superar el actual desen-
cuentro entre sociedad y terri-
torio, propendiendo porque el 
control, manejo y administración 
del territorio combine, una fuerte 
dosis de centralización (estratégica) con una efectiva 
“pluralización” territorial (reconocimiento de las varia-
das sociedades locales y regionales).   

La Planeación Estratégica de nuevo tipo como 
ejemplo de opción ético–política
Desde las ciencias sociales e incluso desde la filosofía, 
recientemente se viene planteando una pertinente 
reflexión sobre las relaciones entre conocimiento y 
transformación social, pero que a diferencia de otras 
épocas, apela, no a las ideologías como sí a lo ético–
político. En efecto, Michel Burawoy (2005), propone 
que debe existir una conexión entre la teoría social y el 

“mundo de los públicos” y subraya el interés particular 
que debe haber desde el pensamiento social en la de-
fensa de la sociedad civil afectada por la acción de los 
mercados y los Estados. Por su parte, desde la filosofía, 
Michael J. Sandel (2008), ante la crisis de la democracia 
liberal, propone darle más sentido moral a la vida po-
lítica colectiva. Perspectivas que queremos relacionar 
con las líneas de reflexión de esta comunicación. 

En ese contexto de restructuración global de la socie-
dad y la economía, de renovación de la teoría social y 
de lo urbano, de cambio en los actores sociales, cabe 

destacar algo clave y que se pue-
de plantear como un interrogan-
te: ¿cómo innovar institucional y 
socialmente hablando, con el fin 
de propiciar una convergencia 
de actores sociales y territoriales, 
hasta ahora separados por roles 
y agendas particulares? En ese 
sentido, el conocimiento experto 
y la experiencia social empiezan 
a apuntar hacia una cuestión que 
puede ser la clave para salir del ac-
tual estado de desencuentro o de 
simples encuentros coyunturales: 
convertir la planeación estratégi-
ca en el mecanismo que facilite la 

concertación social en torno al desarrollo territorial.  

Sin embargo, debe entenderse que esa perspectiva 
supone que se trata de una nueva planeación estraté-
gica o, dicho en otros términos, que se trata de una 
compleja pero promisoria innovación (en la cultura 
de la planeación y en la cultura política), con el fin de 
lograr que ese mecanismo opere como alternativa 
para la trasformación de realidades complejas como 
las de las ciudades y metrópolis contemporáneas para 
asegurar su desarrollo territorial sostenible, al mediar 
entre su situación actual y la proyectada. 

La crisis global y del Estado nacio-
nal ha puesto a la orden del día 
la urgencia de una nueva agenda 
para las ciudades, las metrópolis 
y las regiones, así como la rede-
finición de las ciudadanías y sus 
atribuciones.
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Las limitaciones de una planeación estratégica cen-
trada en asegurar la funcionalidad de la ciudad, pero 
sin atacar de fondo las causas y los factores que in-
crementan las asimetrías y la exclusión social, está 
propiciando la convergencia de actores que antes no 
se encontraban o que lo hacían muy parcialmente. 
En efecto, una parte de los expertos está revisando 
sus anteriores presupuestos conceptuales, algunos 
gobiernos locales y metropolitanos han empezado a 
percibir los límites de la anterior planeación, mientras 
que por su parte los actores territoriales ya no se limi-
tan a exponer las demandas convencionales, sino que 
quieren ser protagonistas del derecho a la ciudad e in-
cidir en el gobierno urbano. De tal 
manera que se están dando con-
diciones de posibilidad para que 
emerja una nueva era de la pla-
neación estratégica, que en lo sus-
tantivo se diferencia de la anterior 
por expresar los ideales colectivos 
y por el rol que tendrán que jugar 
los actores sociales territoriales 
para hacerla realidad. Se trata, en-
tonces, tanto de un nuevo para-
digma conceptual, como de otra 
vía para la acción humana, que 
conlleva a la renovación de las 
instituciones y a la construcción 
de nuevos entramados que actúan sobre el futuro en 
los contextos urbanos contemporáneos, tal como lo 
habían previsto autorizados sociólogos y urbanistas 
(Ascher, 2012), (Borja & Castells, 1997) . 

Desarrollando los principios de la llamada escuela 
francesa de urbanismo, como “el derecho a la ciudad” 
y la “revolución urbana” propuestos en un comien-
zo por (Lefebvre, 1972), (Lefebvre, 1973), (Lefebvre, 
1975); (Lefebvre, 1976) y procurando actualizarlos 
según las nuevas condiciones, F. Ascher ha propues-
to los “nuevos principios del urbanismo” (2012, pp. 
71-85), los cuales se pueden resumir en el propósito 

de avanzar de la planificación urbana hacia la gestión 
estratégica de las ciudades; explotando así al máximo 
el potencial de interacción que éstas ofrecen con su 
aglomeración, es decir, su “urbanidad” (2012, p. 12).   

Por su parte, Borja y Castells (1997), directamente ins-
criben la planeación estratégica en un contexto políti-
co, como nuevo contrato entre la sociedad y el Estado, 
basado en un proyecto de ciudad o región, en res-
puesta a la desinstitucionalización de la modernidad 
y el debilitamiento de los proyectos colectivos:   “El 
resultado del plan estratégico no es una norma o un 
programa de gobierno […] sino un contrato político 

entre las instituciones públicas y 
de la sociedad civil […] el proyec-
to de ciudad (o de región), basado 
en un plan estratégico de amplia 
concertación social, representa 
una gran oportunidad democráti-
ca […] permite reconstruir el sen-
tido de ciudad, del territorio, en 
una época donde la pérdida de 
conciencia de los límites y de di-
solución de las ideologías que so-
portan los proyectos colectivos, 
nos replantea el reto de rehacer 
nuestros sistemas de convivencia” 
(Borja & Castells, 1997).

La cuestión es clave, en la medida que una nueva era 
para la planeación estratégica de las ciudades contem-
poráneas implica, nada más ni nada menos, que hacer 
un giro radical respecto de su concepción y manejo 
convencional por gobiernos y expertos, quienes hasta 
ahora han detentado su control, en lo discursivo y lo 
técnico, con limitados espacios para la participación 
ciudadana. Ahora bien, la perspectiva de una nueva 
planeación estratégica de ciudades y áreas metropoli-
tanas debe tener como condiciones imprescindibles: 
la visión estratégica de ciudad como algo socialmente 
construido y compartido, que debe resultar a su vez 
del diálogo y la concertación entre los actores territo-

La perspectiva de una nueva pla-
neación estratégica de ciudades 
y áreas metropolitanas debe 
tener como condición impres-
cindible la visión estratégica de 
ciudad como algo socialmente 
construido y compartido
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riales sobre los problemas estratégicos, los cuales se 
pueden resumir en el derecho a la ciudad para todos y 
en el gobierno urbano que la garantice. 

La anterior perspectiva, acerca de una nueva con-
cepción de la planeación estratégica y su capacidad 
transformadora, nos lleva a preguntarnos por sus po-
sibilidades para hacerse realidad. Las respuestas al 
respecto revelan la complejidad de un proceso de ta-
les características y sobre el cual no existen fórmulas 
mágicas, pero al menos una condición parece ser im-
prescindible. En efecto, lo que aquí se discute supone 
el reconocimiento de la centralidad de lo político, no 
como escenario de actuación de grupos y partidos, o 
la clásica “arena política”, aunque tampoco lo excluye, 
sino como espacio creativo en el que se despliega la 
capacidad ciudadana de dialogar, decidir y gestionar 
sobre el “bien común”. En efecto, una nueva era de la 
planeación estratégica requiere de una ciudadanía re-
novada y, por consiguiente, de otro tipo de participa-
ción ciudadana, de actores territoriales con capacida-
des creativas, nutridos de información relevante y de 
su uso crítico, activa en el diálogo y la concertación, 
dispuesta a llegar hasta a la toma de decisiones estra-
tégicas y ponerlas en práctica.  

Planeación estrategia de nuevo tipo y renovada par-
ticipación ciudadana, deben ser capaces de identifi-
car una agenda común para el desarrollo territorial y 
de llevarla a la práctica mediante metodologías que 
respeten las lógicas de los problemas fundamentales, 
esto es, sus múltiples determinaciones y dimensiones, 
los diversos espacios y tiempos, su juego de escalas, 
así como la participación y complementariedad de 
los actores, a efectos de las transformaciones identi-
ficadas como estratégicas por el examen común.  Esa 
agenda común no debe entenderse como la sumato-
ria de las diferentes demandas de cada uno de los ac-
tores territoriales, sino que debe ser una agenda que 
condense los problemas estratégicos y los grandes 
desafíos para el desarrollo territorial y que, precisa-
mente por su complejidad, no pueden ser resueltos 

sectorialmente o por alguno de ellos en particular, 
sino que requieren del concurso de todos.   Entendida 
así, la agenda estratégica, solo puede ser el resultado 
del aporte de todos los actores del territorio y de la 
confluencia de saberes e intereses distintos en torno a 
lo común. Ejemplos de esos posibles aportes y actores 
son, el técno-científico (academia y expertos), de los 
diferentes entes territoriales, administrativos y asociati-
vos del Estado y sus respectivas secretarías y agencias 
de planeación y desarrollo (alcaldías, áreas metropo-
litanas, provincias, departamentos, regiones y nación) 
y de la sociedad civil en sus múltiples manifestaciones 
(empresarios, gremios, trabajadores, comunidades, 
organizaciones, redes, colectivos), que, mediante los 
diálogos y la concertación, identifican los asuntos es-
tratégicos compartidos.  

De lo que se trata, entonces, es de la asunción de que 
los desafíos del desarrollo de un territorio son algo ex-
tremadamente serio en términos de futuro colectivo, 
como para reducirlos a meros ejercicios técnico-cien-
tíficos o para dejarlos sólo en manos de los expertos. 

En conclusión esta ponencia sostiene que la rede-
finición conceptual de la ciudad y lo urbano como 
configuración social del proceso de civilización con-
temporáneo, necesariamente implica su rescate de la 
situación residual que le asignaron las diferentes teo-
rías sociales sobre la modernidad y por consiguiente 
postular su indiscutible centralidad para la compren-
sión de la sociedad globalizada del presente. Con la 
transición de residual a central del concepto de ciu-
dad y de lo urbano, se facilitaría el análisis de las prin-
cipales tendencias, conflictos y oportunidades de ese 
fenómeno, al tiempo que se propiciarían condiciones 
para que diferentes opciones ético–políticas se enfo-
quen en la formulación y solución de problemas clave 
para mejorar la vida cotidiana de los ciudadanos. 
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El papel de los órganos de 
control en el funcionamiento 
de los gobiernos urbanos
Juan Carlos Arguello

Delegado de la Procuraduría General de la Nación 
de Colombia 

La descentralización entendida como una transfe-
rencia gradual de responsabilidades que requiere de 
facultades y recursos adecuados para cumplirlas; la 
autonomía local, como la capacidad para gestionar 
sus asuntos y los intereses de su población dentro de 
los límites que se reconoce en la legislación nacional y 
la gobernanza multinivel, referente a la toma de deci-
siones del sistema para aplicar políticas públicas pro-
ducidas en relaciones de colaboración ya sean con el 
gobierno nacional o dentro de los gobierno urbanos, 
son tres de los conceptos más importantes para en-
tender la función de control de la Procuraduría Gene-
ral de la Nación (PGN). 

Bajo estos tres ejes y en consideración a ellos, hago 
una breve referencia normativa que espero sea la mí-
nima necesaria para acercarnos a la función de con-
trol que tiene la Procuraduría General de la Nación. 
Cuando se revisa la Constitución Política de 1991 se 
encuentran los artículos 118 y 277 que empiezan a 
vislumbrar esa función de control frente a la admi-
nistración pública, especialmente sobre la conforma-
ción y ejecución de las políticas públicas. En el pri-
mer artículo se establece que al Ministerio Público le 
corresponde la guarda y promoción de los derechos 
humanos, la protección del interés público y la vigi-
lancia de la conducta oficial de quienes desempeñan 
funciones públicas. En el segundo, se establece como 
función del Procurador defender los intereses colec-

tivos, en especial el ambiente, velar por el ejercicio 
diligente y eficiente de las funciones administrativas, 
intervenir en los procesos y ante las autoridades judi-
ciales o administrativas, entre otros. 

Dicho lo anterior, vale la pena aclarar que la Procura-
duría no co-administra, no avala las actuaciones de 
la administración pública. Por el contrario, vigila para 
que esta cumpla con las funciones que le han sido en-
comendadas y que de esta manera se garanticen los 
derechos de los ciudadanos. En consecuencia las tres 
grandes funciones de la PGN son: preventiva, de inter-
vención y disciplinaria:  

La disciplinaria implica un proceso donde los funcio-
narios por algún tipo de acción u omisión deberán 
responder dentro de un proceso disciplinario por el 
incumplimiento de su deber funcional. La interven-
ción se refiere a hacer parte de los procesos judiciales 
o administrativos defendiendo el orden constitucio-
nal y las garantías y los derechos. Y la función preven-
tiva busca evitar que se llegue al proceso disciplinario 
y a la vez que las entidades estatales del orden mu-
nicipal, departamental y nacional cumplan con las 
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funciones que les han sido asignadas constitucional 
y legalmente. 

Dentro de este marco normativo, se expide el Decreto 
262 de 2000, que rige a la PGN, y que en su artículo 
24 establece que debe velar por el ejercicio diligente 
y eficiente de las funciones públicas y ejercer control 
de gestión sobre ellas, para lo cual podrán exigir a los 
servidores públicos y a los particulares que cumplan 
funciones públicas la información que se considere 
necesaria y ejercer, de manera selectiva, control pre-
ventivo de la gestión administrativa y de la contrata-
ción estatal que adelantan los organismos y entida-
des públicas.

Para cumplir con estas responsa-
bilidades se expide una serie de 
Autos Administrativos, especial-
mente la Resolución 132 del 30 
de abril de 2014 que genera linea-
mientos acerca de la función pre-
ventiva. Uno de ellos tiene que 
ver con la vigilancia y control del 
cumplimiento de las políticas pú-
blicas: la forma en la que el Estado 
logra satisfacer las necesidades 
de la población. Por esto, la PGN 
a través de su función preventiva 
tiene la finalidad de vigilar todas 
las etapas del ciclo de las políticas públicas, la planea-
ción, la ejecución y la evaluación para lograr comuni-
carle a las diferentes entidades del Estado las situacio-
nes que podrían ser violatorias o de desconocimiento 
de la norma y los preceptos constitucionales y legales.

Sistemas integrados de transporte masivo 
Para ejemplificar lo anteriormente mencionado pro-
pongo analizar el caso de los sistemas integrados de 
transporte masivo. Sobre este tema la PGN ha hecho 
un trabajo importante, inicialmente con la expedi-
ción de una circular conjunta con el Departamento 
Nacional de Planeación, los ministerios de Hacienda y 

Transporte y la Superintendencia de Puertos y Trans-
portes, a través de la cual se buscó enviar un mensaje 
a los gobiernos locales para salvar estos sistemas. 

Los sistemas integrados de transporte masivo han 
sido una política pública que viene desde finales de 
los 80. La Ley 86 de 1989 en su artículo 14 plantea que 
estos sistemas tienen que ser autosuficiente y auto-
sostenibles, con lo cual se parte de un grave error en 
términos de planeación de la movilidad de las ciuda-
des. Se tuvieron como base estudios que no fueron 
los más acertados en cuanto a las proyecciones sobre 
las cuales se tomaron las decisiones. En el caso de Cali, 

cuando se hizo el planteamiento 
se habló de 960 mil pasajeros/día, 
hoy escasamente se llega a 460 
mil pasajeros/día; en el caso de 
Bogotá se plantearon cerca de 5 
millones de pasajeros/día y esta-
mos alrededor de los 4 millones 
200 mil pasajeros/día. Cuando se 
parte de unas premisas que no 
corresponden a la realidad, el re-
sultado no puede ser diferente a 
tener unos sistemas ineficientes 
en términos financieros y, como 
consecuencia, en la prestación 
del servicio. 

Se pretendió a través de la política pública eliminar 
una serie de problemas como la ‘guerra del centavo’, la 
integración de la tarifa, infraestructura y coordinación 
entre entidades locales, sin embargo, esto no se logró 
en los tiempos planeados y por esto los sistemas han 
fallado drásticamente generando pérdidas acumula-
das de cuantiosas dimensiones. 

En la expedición del Plan Nacional de Desarrollo 
2014-2018 se trató de cambiar la figura de autososte-
nibilidad a sostenibilidad. Se toma la experiencia para 
decidir que no solamente la tarifa es la que puede 
soportar la existencia de los sistemas integrados de 

La PGN debe velar por el ejercicio 
diligente y eficiente de las fun-
ciones públicas y ejercer control 
de gestión sobre ellas.
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transporte (infraestructura, operación, mantenimien-
to, etc.). Esto hace que se genere una nueva dinámica 
y en virtud de la circular mencionada lo que se busca 
es enderezar las condiciones de los sistemas integra-
dos de transporte público.

En este proceso juega un papel fundamental la PGN, 
en términos de vigilar y observar a las entidades pú-
blicas en la toma de decisiones que permitan mejorar 
las condiciones de estos sistemas.  En virtud de esto, 
como parte de la función preventiva, la PGN realiza 
llamados constantes a las entidades del orden na-
cional y municipal para mejorar los sistemas. Esto 
nos permite dar una mirada muy general de lo que 

se puede hacer desde los órganos de control, en tér-
minos de exigirles a las autoridades el cumplimiento 
de esas obligaciones que constitucionalmente les han 
sido asignadas. 

A manera de reflexión planteo los siguientes cuestio-
namientos: primero, los gobiernos urbanos están en 
la capacidad de responder a todos los desafíos que se 
plantean en relación a la satisfacción de las necesida-
des y la garantía de los derechos de los ciudadanos 
y, segundo, cómo lograr que los gobiernos urbanos 
se fortalezcan de tal manera que la descentralización 
sea efectiva y se generen los lazos adecuados con el 
gobierno nacional y las políticas del orden nacional. 
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